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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis Lópe;¡: Guerra, Presidente; don Euge­
nio Día;¡: Eímil, don Alvaro Rodrlgue;¡: Bereijo, don José
Gabaldón Lópe;¡:, don Julio Diego Gon;¡:ále;¡: Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer; Magistrados. ha pronunciado

SENTENCIA,

En el recurso de amparo núm. 220/91, interpuesto
por don Ramón Andréu Campello, representado por el
Procurador don Francisco Javier Rodrlgue;¡: Tadey y asis­
tido del Letrado don Angel Garcla Botella, contra el Auto
de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial da
Valencia de 21 de noviembre de 1990, que de,claró
desierto el recurso 'de apelación'"contra la Sentencia del
Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche de 4
de mayo de 1990, en 'procedimiento sobre reclamación
de cantidád. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado' don Julío Diego Gon;¡:ále;¡: Cam­
pos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El dla 1 de febrera de 1991 tuvo entrada en
el Registro General de este Tribunal el escrito de deman­
da de amparo presentado por don Francisco Javier Rodrí­
gue;¡: Tadey, Procurador de los Tribunales, actuando en
nombre y" representación de don Ramón AndréuCam­
pello, contra el Auto de la Sección Séptima de la Audien­
cia Provincial de Valencia de 21 de noviembre de 1990,
que declaró desierto el recurso de apelación interpuesto
por el hoy recurrente de amparo contra la Sentencia
del Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche de 4
de mayo de 1990.

2. Del examen de la demanda y de las actuaciones
judiciales se desprenden, en lo que interesa al presente
proceso constitucional. los siguientes hechos:

a) En procedimiento sobre reclamación de cantidad.
el Ju;¡:gado de Primera Instancia núm. 1 de Elche dictó
Sentencia, con fecha 4 de mayo de 1990, por la que,
estimando la demanda presentada por «Vicente Coves
e Hijos; Sociedad Limitada», condenó al hoy recurrente
en amparo, don Ramón Andréu Campello, a abonar a
la de/)'landante la suma de 1.490.905 pesetas, más los
intereses legales desdé 111 fecha de interposición de la
demanda.

, b) Interpuesto recurso de apelación contra la citada
Sentencia' por el ahora solicitante de amparo, fue admi­
tido a trámite en ambos efectos y empla;¡:adas las partes
con fecha 17 de mayo de1990 para que, en el plaw
de die;¡: días, comparecieran ante la Audiencia Provincial
de Valencia.

cl La Procuradora doña Teresa Pére;¡: Orero, en
representación de don Ramón Andréu Campello, median­
te escrito presentado el 30 de /)'layo de 1990, solicitó
de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial que,

Sala Segunda. Sentencia 77/1993, de 1 de
marzo. Recurso de amparo 220/1991. Contra
Auto de la Audiencia Provincial de Valencia,
que declaró desiertO el recurso de ape/;Jción
contra Sentencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia número 1 de Elche, sobre reclamación
de cantidad. Vulneración del derecho a la tute­
la judicial efectiva: interpretación formalista
de las normas procesales.
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1-.0 Reconocer el derecho fundamental del recurren­
te a la presunción de inocenéia (art. 24.2 de la Cons­
titución).

ciante, y, con tan escaso bagaje probatorio, el Jue;¡: pro­
cedió a dictar una Sentencia condenatoria que resultó
confirmada en apelación a pesar de la protesta del
recurrente y de la nueva incomparecencia de la denun­
ciante.

De todo lo- dicho se deduce que lo único probado
en autos y que podla tenerse por indubitado en el
momento de dictar Sentencia fue la existencia. misma
de las lesiones. Pero este hecho por sí sólo, no es sufi­
ciente para desvirtuar la presunción de inocencia, ya
que no basta constatar su existencia para inferir de él
una imputación concreta contra una determinada per­
sona. Y evidentemente la declaración sUmarial de la per­
judicada no configura una prueba anticipada o precons­
tituida de imposible reproducción en el juicio oral porque,
como tuvimos ocasión de afirmar en nuestra STC
10/1992, el arto 6.3, d), del Convenio Europeo de, Dere­
chos Humanos reconoce como regla general que todo
acusado posee, entre sus mlnimos derechos, el de «in­
terrogar o hacer interrogar a los testigos que declaren
contra él».

El testimonio obrante en el atestado es reproducible
en el cto del juicio, para su debido contraste y contra­
dicción por las partes y esa reproducción, también lo
dijimos en la Sentencia indicada, es objeto de.. mayor
exigencia cuando, como en esta ocasión, conforma la
única prueba de cargo posible. Y si no se hace asl no
es efica;¡: para enervar la presunción de inocencia.

Todo lo anterior nos lleva a la conclusión de que
en el acto del juicio no hubo prueba alguna sobre la
autorla ni la practicada posee naturale;¡:a de cargo capa;¡:
de destruir la presunción de inocencia, motivo por el
cual este Tribunal se ve ,obligado a amparar el derecho
fundamental que al recurrente le ha sido vulnerado.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

2.° Anular la Sentencia del Ju;¡:gado de Distrito -ac­
tual Ju;¡:gado de ,Instrucción núm. 2- de Ronda, de 13
de,octubre de 1988. recalda en el juicio de faltas núm.
965/87, asl como la posterior del Ju;¡:gado de Instrucción
núm. 1 de Ronda, de28 de mayo de 1990, en el recurso
de apelación núm. 53/88.

FALLO

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por don
Francisco Rafael Ropero Lorente y, en consecuencia:

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oticial del
Estado».

Dada en Madrid, a uno de mar;¡:o de mil novecientos
noventa y tres.-Luis Lópe;¡: Guarra.-Eugenio Día;¡:
Eimil.-Alvaro Rodrigue;¡: Bereijo.-José Gabaldón
Lópe;¡:.-JuliÓ Diego Gon;¡:ále;¡: Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.
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habiendo sido emplazada para comparecer ante la mis­
ma, se la tuviera por comparecida como demandante
apelante. Recibidos los autos y formado el rollo de la
apelación, el Secretario de la Sección Séptima de la
Audiencia Provincial, por diligencia de 15 de junio
de 1990, hizo constar que no aparecía de las actua­
ciones de instancia «emplazada la representación de la
parte apelante-demandante, al no obrar la firma del Pro­
curador de la dicha parte en la diligencia de emplaza­
miento». Por providencia de 18 de julio de 1990, la
Sección Séptima de la Audiencia Provincial. tras tener
por parte a la mencionada Procuradora' en la represen­
tación que ostenta, declaró que «en las actuaciones de
primera instancia no aparece emplazado el demandante
apelante, al, no haber sido firmada la diligencia de empla­
zamiento que obra al folio 129 de los autos por su Pro­
curador, aunque haya comparecido en esta alzada el
apelante»; por lo que' acordó la devolución de los autos
al Juzgado de Primera Instancia para que se procediera
al emplazamiento del apelante ante la Audiencia.

d) Librado exhorto al Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Elche, por providencia de 24 de julio de 1990
dicho Juzgado acordó emplazar a la parte demandada
apelantll, en la persona de su Procuradora, procedillndo
el Sllcretario judicial III día 26 dll julio, lln presllncia
de la Procuradora dlllahora rllcurrllnte lln amparo, a
citarla y llmplazarla «con entrega de la oportuna cédula
comprensiva de los requisitos legallls a fin de que la
partll a quien representa comparezca ante la ilustrísima
Audiencia Provincial, de Valencia, Sllcción Séptima, de
lo civil, dentro del término de diez días a usar de su
derecho si le convinierll». Por providenCia de 27 de julio,
notificada a las parteslll siguiente día hábil, se acordó
la remisión dlllos autos a la Audillncia ProvinCial.

ll) Por Auto dll21 dll novillmbre dll 1990 la Sección
Séptima dllla Audiencia Provincial de Valllncia, tras reco­
ger en los hechos los antllcedentes antllriores, declaró
desierto el rllcurso de aplllación interpuesto por don
Ramón Andréu Campello, ,y firme la Sllntencia apelada,
por haber transcurrido III término conclldido lln elllmpla­
zamillnto «sin qUll Sll haya pllrsonado lln llSta alzada
la partll apelantll».

f) Notificado III antllrior Auto a los Procuradores de
las Partes III mismo día 21 dll noviembrll de 1990, con
fecha 28 dll noviembrll de 1990 la represllntación dlll
hoy rllcurrllntll lln amparo dirigió llscrito a la SecCión
Séptima solicitando la nulidad dlll refllrido Auto, alllgan­
do que, tras III emplazamiento dlll Juzgado de InstanCia,
ya había comparecide:¡ antll la Sala y, postllriormllntll,
se subsanó III dllfllcto dllla falta dll firma dllla diligllnCia
de llmplazamillnto, ne:¡ imputable al recurrentll en ape­
laCión, por lo que no cabía tenerla por no compareCida;
invocándo el arto 24 C.E. La SecCión Séptima dll la
AudienCia Provincial de Valencia, por Auto de enero
de 1991, dllsllstimó lllrllcurso, por llstimar que no llxis­
tía indllfensión antll la inactividad dll la parte, ya que
«full precisamllnte la no pllrsonación dll la parte, pllr­
fllctamente notificada, la CauSa de declararse dllsierto
III rllcurso, no habiéndosll quebrantado por la Sala ni
por el Juzgado ninguna norma llsenCial del proclldimilln­
to, rllquisito este sine qua non para que procllda la nuli­
dad a tenor del arto , 238.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial».

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo, sostiene la representación del
recurrente que las resoluciones judiciales impugnadas
han vulnerado eldllrecho a la tutela judicial llfllctiva,
sin que lln ningún caso pueda producirse indllfensión
(art. 24.1 C.E.), pues al declararsll desierto el recurso

de apelación y denegarse posteriormente la nulidad de
esta declaración, se le ha impedido el acceso a un recurso
legalmente previsto, el de aplllaCión, con base en una
pretendida falta de personación, cuando ya se había per­
sonado ante la AudienCia Provincial.

A mayor abundamiento, invoca la lesión del derecho
constitucional a un juicio justo y sin dilaciones indebidas;
ya que considllra que no era necesario subsanar el error
produCido en la instancia, dado que la Procuradora del
recurrente ya había comparecido ante la Audiencia Pro­
vincial. Por une:¡ y otro motivo, solicita de este Tribunal
que se admita a trámite la demanda y dicte en su día
Sentencia por la que se otorgue el amparo solicitado
y se decrete la consiguillnte nulidad dll las rllsoluciones
judiciales impugnadas.

4. Mediante providenCia dlll 10 de julio dll 1991,
la Sección Tllrcera dll estll Tribunal acordó, por una­
nimidad, declarar la inadmisibilidad de la dllmanda por
concurrir la causa dll inadmisión dlll art. ' 50.1, c), LOTC,
al CarllCllr la dllmanda manifiestamllnte dll contenido
qUll justifiqull una dllCisión sobre III fondo dll la misma
por parte dlll Tribunal Constitucional.

5. Contra dicha providencia, y al amparo de lo Prll­
visto en el segundo inciso del arto 50.2 LOTC,'el Minis­
terio Fiscal interpuso recurso de súplica, interesando la
admisión a trámite de la demanda formulada por don
Ramón Andréu Campello. Considera al réspecto el Minis­
terio Fiscal que el llmplazamiento qUll Sll llfectuó lln
primllr lugar, pllSll al defecto de no haberse firmado la
diligllnCia dll emplazamillnto par la Procuradora dlll ape­
lantll, surtió plllna llficacia por cuanto la reprllsentación
de éste Sll personó antll la Sala dentro del plazo Illgal,
no siendo realmente nllcesario que Sll subsanara el
dllfecto de la omisión dll firma lln la citada diligllnCia;
PUllS el nUllVO llmplazamillnto para ,que se personase
quien ya llstaba personado constituYll una exigencia for­
mal innecesaria.

De otra parte, el Ministerio Fiscal señala que de la
documentación aportada no aparece que la Sala, tras
constatar la omisión de la firma en la diligencia, decretase
la nulidad de lo actuado, ya que en tal caso el primer
emplazamiento sería nulo y debía reproducirse la dili­
genCia de emplazamiento a las partes. Tan sólo se.acordp
la devolución de los autos al Juzgado de instancia para
subsanar esta omisión de la Procuradora del apelante;
por lo que dicho emplazamiento debe e'ntenderse como
válido, y subsanado el defecto observado al haber com­
parecido ante la AudienCia la mencionada Procuradora,
Por consiguiente, el defecto en la diligencia de empla­
zamiento no puede' convertirse en un obstáculo para
el ejercicio del derecho al recurso; y la medida que decla­
ra desierta la apelación es desproporcionada, por res­
ponder a una interpretación rígidamente formalista de
las normas procesales, cuando éstas deben ser inter­
pretadas en el sentido más favorable a la efectividad
del derecho constitucional al recurso.

6. La Sección Tercera de este Tribunal, por Auto
de 30 de septiembre de 1991, estimó el recurso de
súplica interpuesto por el Ministerio Fiscal, acordando
en consecuenCia admitir a trámite la demanda de amparo
presentada por don Ramón Andréu Campello; dirigién­
dose comunicación al Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Elche para que se procediera a emplazar
a quienes hubieran sido parte en el procedimiento, excep­
to el recurrente de amparo, para que comparezcan ante
este Tribunal en el plazo de diez días.

7. Por providencia de 16 de diciembre de 1991,
la Sección Tercera, tras acusar recibo a la Audiencia
Provincial de ValenCia y al Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Elche de las actuaciones recibidas, acordó
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dar vista de las mismas a la parte recurrente y al Minis­
terio Fiscal por plazo común de veinte días. para pre­
sentar las alegaciones que estimen pertinentes. de con­
formidad con el arto 52.1 LOTC.

8. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 20 de enero de 1992. la representación del recurren­
te formuló alegaciones. limitándose a manifestar que se
reproducían íntegramente las contenidas en su anterior
escrito de interposición del recurso. pues lo hasta ahora
actuado no había desvirtuado su finalidad; adhiriéndose.
de otra parte. a lo manifestado por el Ministerio Fiscal
en su recurso de súplica. '

9. El Ministerio Fiscal formuló alegaciones por escri­
to registrado en este Tribunal el 22 de enero de 1992.
solicitando que se otorgase el amparo pedido por don
Ramón Andréu Campello. Tr¡¡s indicar los antecedentes
de hecho del recurso. el Ministerio Fiscal señaló que
el nuevo emplazamiento efectuado para que se perso­
nara ante la Audiencia quien ya estaba personado era
una formalidad innecesaria. que se convirtió en un ver­
dadero obstáculo para la efectividad del recurso de ape-

'Iación; olvidando que los requisitos de forma no cons­
tituyen valores autónomos. con sustantividad propia.
sino instrumentos para conseguir una finalidad legítima.
y la finalidad del emplazamiento no es un mero for­
malismo. sino una garantía para el afectado en el pro­
cedimiento y una carga que corresponde al órgano judi­
cial. formando parte del contenido esencial del derecho
consagrado en el arto 24.1 C.E.

El emplazamiento. agrega el Ministerio Fiscal. en
cuanto acto de comunicación a las partes. tiene como
finalidad la de dar a conocer el plazo dentro del cual
pueden comparecer para hacer valer sus derechos; CO[lO­
cimiento del plazo que es. pues. necesario para ejercitar
el derecho de defensa. De este modo. cuando el inte­
resado ha tenido conocimiento del emplazamiento y se
ha personado en ,tiempo ante el órgano jurisdiccional
que debe conocer· del recurso. es claro que tal acto de
comunicación ha cumplido con su finalidad. Por lo que
la omisión en la diligencia acreditativa de haberse efee­

, tuado el acto de la firm¡¡ del Procurador no puede con-
ducir a dejar sin efecto tal acto procesal. que ya había
surtido plenos efectos con la comparecencia. en tiempo
y forma. ante el órgano para el que se le emplazó. Y
cabe observar. además. que al acordar la Sala la devo­
lución de los autos al Juzgado para que se subsanara
el defecto en la diligencia. no decretó la nulidad de lo
actuado en relación al primer emplazamiento. por lo que
la validez de éste se mantuvo y; por tanto. también la '
del acto de personación ante la Audiencia Provincial.

, De este modo. era innecesario reproducir el emplaza­
miento. por lo que la validez de éste se mantuvo y. por
tanto. también la del acto de personación ante la Audien­
cia Provincial. De este modo; era innecesario reproducir
el emplazamiento cuando el apelante ya se había per­
sonado por tener pleno y suficiente conocimiento del
mismo. pese a faltar su firma en la diligencia acreditativa;
constituyendo. pues un formalismo desproporcionado.
que ha impedido a la parte el acceso a un recurso esta­
bleCido por la Ley. con vulneración del arto 24.1 C.E.

10. Por providencia de 25 de febrero de 1993 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el 1 de marzo siguiente.

11. Fundamentos jurfdicos

1. El presente recurso de, amparo se interpone con­
tra el Auto dictado por la Sección Séptima de la Audien­
cia Provincial de Valencia el 11 de noviembre de 1990.
por el que se declaró desierto el recurso de apelación

interpuesto por don Ramón Andréu Campello contra la
Sentencia del Juzgado de Prmera Instancia núm. 1 de
Elche de 4 de mayo de 1990 en procedimiento sobre
reclamación de' cantidad. así como contra el Auto de
la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Valencia
de 9 de enero de 1991. que desestimó el recurso de
nulidad del Auto anterior. Las resoluciones judiciales
impugnadas. a juicio del reCurrente. han incurrido en
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
del arto 24.1 CE.• al impedirse el acceso a un recurso
legalmente establecido por una pretendida falta .de per­
sonación del recurrente ante la Audiencia Provincial.
cuando dicha personación ya se habra producido ante­
riormente; lo que ha generado la indefensión prohibida
por el mencionado precepto constitucional. Vulnerándo­
se además. su juicio. el derecho a un proceso justo y
sin dilaciones indebidas.

2. Delimitado así el objeto del presente recurso de
amparo y entrando, en el exaJ11.en de la presunta vul­
neración del derecho a la tuteta judicial efectiva del
arto 24.1. C.E. por haberse declarado desierto el recurso
de apelación interpuesto por el señor Andréu Campello.
es evidente que si las resoluciones impugnadas impi­
dieron indebidamente el acceso a dicho recurso ello sería
contrario al contenido del derecho constitucional invo­
cado. Como este Tribunal ha declarado reiteradamente.
la tutela judicial efectiva entraña no sólo el acceso al
proceso. sino también a los recursos establecidos en
la Ley (SSTC 3/1 983y 54/1984). Y la indefensión mate­
rial prohibida por el art. 24.1 C.E.. por haberse privado
a una parte del derecho de defensa. puede efectivamente
ser apreciada en cualquier instancia. ya que el recurrente
puede quedar indefenso «no sólo durante el desenvol­
vimiento del recurso. sino también cuando trata de acce­
der al mismo» (STC 48/1986).

En el presente caso. conviene precisar que la presunta
vulneración del arto 24.1 C.E. no se produce en el
momento de interposición del recurso de apelación. pues
el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Elche.
mediante providencia del 26 de abril de 1990. tuvo por
interpuesto el recurso de apelación en tiempo y forma
presentado ese mismo dra por la representación del
señor Andréu CampeHo. siendo admitido a trámite en
ambos efectos. Y en ulterior providencia de 15 de mayo
de 1990 dicho Juzgado acordó la remisión de los autos
a la superioridad y el emplazamiento de las partes por
medio de sus Procuradores. para que en el término de
diez dlas comparecierallante aquélla a usar de su dere­
cho. providencia que fue notificada a aquéllos el siguien­
te día hábil. Verificándose. en fin. con fecha 17 de mayo
de 1990 el acto de emplazamiento por el Secretario
del Juzgado núm. 1 de Elche. presentes los Procura­
dores de las partes. con entrega de la oportuna cédula.
para que comparecieran ante la Audiencia Provincial de
Valencia. '

En segundo lugar. tampoco cabe situar el origen de
la pérdida del recurso en la inactividad de la parte
recurrente en apelación. pues la representación del señor
Andréu Campello. por escrito presentado el 30 de mayo
de 1990. se personó ante la Audiencia Provincial de
Valencia. solicitando que se la tuviera por comparecida
como parte demandante apelante en el rollo de ape­
lación. cumpliendo lo exigido en el emplazamiento. En
realidad. los Autos de la Sección Séptima de la Audiencia
Provincial de Valencia impugnados en este proceso cons­
titucional traen causa de la providencia dictada el 18
de julio de 1990. en la que. de un lado «se tiene por
,parte a la mencionada Procuradora en la representación
que ostenta» y. de otro. se con'stata que «en las actua­
ciones de primera instancia no aparece emplazado el
demandado apelante (...) al no haber sido firmada la

i
."



52 Jueves 1 abril 1993 BOE núm. 78. Suplemento

diligencía de emplazamiento que obra al folio 129 de
los autos por su Procurador aunque haya comparecido
en esta alzada el apelante». Por lo que se acordó la
devolución de los autos al Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Elche (,a fin de que se proceda a la sub­
sanación de la omisión mencionada y, por tanto, al
emplazamiento del apelante para ante esta Audiencia».
lo que efectivamente se llevó a cabo por el Secretario
del mencionado Juzgado de Primera Instancia el 26 de
julio de 1990, con nuevo emplazamiento de las partes
ante la Audiencia Provincial. por plazo de diez días. Sien­
do de señalar que dentro de dicho plazo se personó
en el rollo de la apelación, en calidad de apelado. el
actor en el procedimiento a quo, sin qlJe se registrara
ninguna actuación procesal por parte del hoy recurrente
en amparo.

3. A los fines del arto 24.1 C.E., por tanto. el pro­
blema planteado en el presente caso radica tanto en
la necesidad real de un nuevo emplazamiento de las
partes -por faltar la firma del representante "del señor
Andréu Campello en la diligencia acreditatíva del primer
emplazamiento- como en los efectos negativos. atribui­
dos al mismo por la Audiencia Provinciill, pese al hecho
de haber comparecido la representación del apelante
en tiempo y forma, personándose en la alzada, tras aquel
primer emplazamiento. Personación que es expresamen­
te admitida en el Auto dictado por la Sección Séptima
de la Audiencia Provincial de Valencia el 21 de noviem­
brede 1990. al establecer en el hecho probado segundo
que «en esta alzada se personó la Procuradora señora
Pérez Orero, en representación del demandante-apelan­
te, teniéndosele por comparecida»; lo que se reitera, tras
referirse seguidamente a la falta de firma en la diligencia
de emph;¡zamiento, al expresarse que se acordó la devo­
lución de los autos para subsanar esta omisión «aun
habiendo comparecido en esta alzada el apelante».

Al respecto, es de recordar que este Tribunal ha decla­
rado reiteradamente que. si bien las formas y requisitos
procesales cumplen un papel de capital importancia para
la ordenación 'del proceso, «no toda irregularidad formal
puede convertirse en un obstáculo insalvable para su
prosecución» (SSTC 19/1983 y 95/1983), pues los
requisitos de forma no son valores autónomos que ten­
gan sustantividad propia, «sino que sólo sirven en la
medida que son instrumentos para conseguir una fina­
lidad legitima» (STC 41/1986). De manera que. para
la debida efectividad del derecho a la tutela judicial efec­
tiva. la interpretación legal de las normas procesales ha
de llevarse a cabo en el sentido más favorable a su
efectividad. «no convirtiendo toda irregularidad procesal
en un obstáculo insalvable y enervante para la prose­
cución del procedimiento, debiéndose favorecer la con­
secución de la finalidad prioritaria del proceso» (STC
139/1985). Por consiguiente. cuando existe un defecto
formal en un trámite procesal, como aquí ha ocurrido.
no cabe prescindir del examen del cual sea la trascen­
dencia práctica de tal omisión y de las circunstancias
concurrentes en el caso. los trámites formales han de
analizarse, como ha declarado este Tribunal «teniendo
presente la finalidad' que pretende lograrse con ellos

, para, de existir defectos. procederse a una justa ,ade­
cuación de las consecuencias jurídicas con la entidad
real del derecho mismo. medida en función de la quiebra
de la finalidad última que el que el requisito formal pre­
tendía servir>' (STC 41/1986).

Teniendo en cuenta esta interpretación finalista y su
corolario, la proporcionalidad entre la sanción jurídica
y la entidad real del defecto. que sólo es «una conse­
cuencia más de la necesaria interpretación de la lega­
lidad ordinaria en el sentido más favorable a la efec­
tividad de un derecho fundamental>. (STC 41/1986, con
cita de la STC 19/1983), en el presente caso es evidente.

en primer lugar, que el primer emplazamiento verificado
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Elche
alcanzó su plena efectividad como acto de comunicación
destinado a garantizar los derechos de defensa de las
partes (SSTC 108/1987 y 117/1990. entre otras
muchas), dado que el ¡¡pelante compareció y fue tenido
como parte en la alzada. lo que hizo que la ausencia
de la firma del representante en la diligencia acreditativa
del primer emplazamíento careciera de toda trascenden­
cia práctica a los fines del recurso. Y ello se corrobora.
como expone el Ministerio Fiscal, en atención a que
la Audiencia Provincial no declaró la nulidad de lo actua­
do en aquel trámite procesal -y. por tanto. la nulidad
del primer emplazamiento-, sino que simplemente acor­
dó la devolución de los aLÍtos al Juzgado de Primera
Instancia para que subsanara el defecto. aunque también
se ordenara, innecesariamente, la práctica de LÍn nuevo
emplazamiento. lo que permite apreciar una contradic­
ción interna en la providencia de 18 de julio de 1990
de la que trae causa la, resolución impugnada, al acor­

, darse el nuevo emplaza'miento de quien ya previamente
había comparecido y había sido tenido como parte en
la alzada.

En segundo término. juzgada en relación con la efec­
tividad del derecho reconocido por el art. 24.1 C.E., no
resulta en modo alguno ,proporcionada la consecuencia
jurídica desfavorable que el Auto impugnado atribuye
-la pérdida del recurso interpuesto por el hoy recurrente
en amparo al declararse desierta la apelación- y la enti­
dad real del defecto observado. Pues tal defecto, por
afectar a la diligencia acreditativa de haberse producido
el primer emplazamiento en la personíl del representante
del señor Andréu Campello, sólo hubiera sido relevante
si el emplazamiento. pese al tenor de dicha diligencia.
ne se hubiera producido realmente. limitándose en con­
secuencia el derecho de defensa del recurrente contra
lo establecido en el arto 24.1 C.E. Pero ello no ocurrió
así en el presente caso, pues como admite el propio
Auto impugnado, el recurrente compareció ante la
Audiencia Provincial y se personó en alzada, evidencian­
do con su comportamiento que conocía el emplazamien­
to y daba cumplimiento a lo establecido, en "dicho acto
procesal. De manera que, aun cuando el acto de empla­
zamiento no 'hubiera tenido lugar, tal omisión habría sido
suplida por una actividad espontánea de la parte (STC
110/1988). por lo que no está justificado en modo algu­
no privar de efecto a su comparecencia ante la"Audiencia
Provincial personándose en alzada, como han hecho las
resoluciones judiciales aquí impugnadas.

4. Ello entraña, en definitiva, que aún existiendo un
defecto en dicho trámite procesal, era innecesario sub­
sanarlo y proceder a un nuevo emplazamiento. ya que
el primero habla desplegado con anterioridad los efectos
procesales inherentes a este acto de comunicación. Por
lo que no era exigible al recurrente, que ya se había
personado en la alzada. que procediera a una nueva
comparecencia ante la Audiencia Provincial. Al no haber­
lo entendido así, los Autos de la Sección Séptima de
la Audiencia Provincial de Valencia aquí impugnados.
han llevado a cabo una interpretación de la legalidad
procesal no exenta de formalismo e impeditiva de la
efectividad del derecho constitucional invocado. convir­
tiendo la subsanación de un defecto procesal, sin tras­
cendencia práctica por la conducta del recurrente, en
un verdadero obstáculo al ejercicio del derecho cons­
titu.cional reconocido en el arto 24.1 C.E. lo que conduce
al otorgamiento del amparo solicitado.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ramón Andréa
Campello y, en su consecuencia.

1.° Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de los Autos dictados por
la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Valencia
de 21 de diciembre de 1990 y 9 de enero de 1991.
respectivamente. retrotrayendo las actuaciones al
momento procesal oportuno para que se dicte nueva
resolución judicial en la que se tenga por comparecido
al recurrente en el rollo 385/90. que se siguen en dicha
Audiencia Provincial. Sección Séptima. en la apelación
contra la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Elche con fecha 4 de mayo
de 1990, para que se sustancie dicho recurso.

Publrquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a uno de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodrrguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 78/1993. de 1 de
marzo. Recurso de amparo 477/1991. Contra
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo recaída en recurso de apelación
frente a la dictada por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Falta de emplazamiento de la de­
manda.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodrrguez Bereijo. don Julio
Diego González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer.
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 477/1991, interpuesto
por ,<lnfilco. Sociedad Anónima.., representada por el Pro,­
curador de los Tribunales don Luis Pozas Granero. y bajo
la dirección letrada de don Fernando Garrido Falla. contra
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo recar­
da en el recurso de apelación frente a Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 10 de mayo de 1988. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. y ha sido
Ponente el Magistrado don Luis López Guerra, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Con fecha 28 de febrero de 1991, el Procurador
de los Tribunales don Luis Pozas Granero. en' nombre
y representación de <<lnfilco. Sociedad Anónima... pre­
sentó ante el Registro de este Tribunal, demanda de
amparo frente a Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. de fecha desconocida. que resolvió favorable

mente un recurso de apelación interpuesto por las
Empresas «Depuración de Aguas. Sociedad Anónima..
y «Construcciones de Ingeniería. Sociedad Anónima...
contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 1O de
mayo de 1988.

Expone la demandante de amparo que en la citada
fecha la Sala de lo Contencioso Administrativo de la
Audiencia Nacional dictó Sentencia en el recurso con­
tencioso-administrativo promovido por la citada Empresa
frente a la Administración General del Estado. La hoy
demandante. <<lnfllco. Sociedad Anónima». había com­
parecido en. el correspondiente procedimeinto como
codemandada. La Sentencia desestimaba el recurso
interpuesto por «Depuración de Aguas. Sociedad Anó­
nima». y «Construcciones de Il1geniería. Sociedad Anó­
nima)).

. El 5 de febrero de 1991 se notificó a «Infilco, Sociedad
Anónima.., providencia de la que resultaba se había
seguido recurso de apelación frente a la Sentencia de
la Audiencia Nacional, recurso en que había recaído Sen­
tencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. De acuer­
do con la demandante, tal recurso no se le notificó en
ningún momento, ni tuvo posibilidad de defenderse. a
pesar de haber sido. codemandada en el procedimiento
contencioso-administrativo ante la Audiencia Nacional.

Alega la demandante que la tramitación y resolución
del recurso de apelación sin el emplazamiento y comu­
nicación a <<lnfilco, Sociedad Anónima.., ha colocado a
ésta en una situación de indefensión contraria al derecho
a la tutela judicial efectiva consagrada en el art. 24 de
la Constitución. No se han cumplido los mandatos del
arto 98 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa. que establece que sila apelación se admitiese.
se emplazará a las partes para que en el término de
treinta días. comparezcan ante la Sala del Tribunal
Supremmo correspondiente. Pero. pese a tales manda­
tos. y a la doctrina al respecto del Tribunal Constitucional,
no se ha producido ese emplazamiento respecto de <<ln­
filco. Sociedad Anónima.., a quien se privó de compa­
recer en la segunda instancia. a pesar de haber sido
parte codemandada en la primera. Por lo que suplica
se tenga por interpuesto recurso de amparo contra la
Sentencia de fecha desconocida dictada en la apelación
contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de
mayo de 1988.

2. Por provídencia de 30 de abril de 1991. la Sec­
ción Cuarta del Tribunal Constitucional acordó admitir
a trámite la demanda, ¡¡sí como interesar de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo y de la Sección Primera de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional ce.rtificación de las actuaciones correspondien­
tes al rollo 1.444/1988 y recurso 15.233. 'respectiva­
mente. debiendo emplazarse previamente para que en
el plazo de diez días pudieran comparecer en el presente
proceso constitucional. a quienes hubiesen sido partes
en dicho recurso. Por providencia de 3 de febrero de
1992.la Sección Tercera del Tribunal acordó acusar reci­
bo de las actuaciones solicitadas y dar vista de las mis­
mas por plazo común de veinte días a la representación
de la demandante en amparo. asr como al Abogado del
Estado y al Ministerio Fiscal. para que pudieran presentar
las alegaciones que estimaran procedentes.

3. Presenta las suyas la recurrente en que precisa
y completa los antecedentes de hecho relatados en su
escrito originario de demanda y expone que «Infilco.
Sociedad Anónima». resultó adjudicataria de un contrato
administrativo para la construcción de una estación
depur¡¡dora en Agu¡¡s de Plasencia (Badajoz). Interpuesto
recurso por «Depuración de Aguas. Sociedad Anónima»,
y «Construcciones e Ingeniería, Sociedad Anónima.., se


